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Crónica para el Futuro 

Mayoría de las diligencias se realiza de forma digital y cuatro de cada diez son requisito para otra 

“Siempre hay un problema”: Usuarios 
exponen sus quejas sobre los trámites 

Reconocen que la tecnología en varios servicios ha sido beneficiosa, pero critican las largas 

esperas y el exceso de documentos que se les piden una y otra vez. 

  

JOAQUÍN CASTRO 
arpetas en mano, bajo un 
sol que no daba tregua y 
enmedio de una fila inter- 
minable, más de dos mil 

extranjeros esperaban afuera del 
Estadio Víctor Jara, en la capital. 
Fueron horas las que aguardaron 
por un número de atención durante 
la jornada de enrolamiento para 
conseguir un RUT provisorio que 
requieren, por ejemplo, en la AFP. 

En medio del desorden, ese ha 
16 de diciembre, desde el Registro 
Civil y el Ministerio de Justicia de- 
claraban que varios delos asistentes 
que se agolparon en el lugar habían 
confundido el trámite con el de re- 
gularización de situación migrato- 
ria, pues cuatro días antes el Ejecuti- 
vo había anunciado que avanzaría 
en esto último. Dado el caos, el en- 
rolamiento debió suspenderse y se 
le pidió la renuncia al director me- 
tropolitano del Registro Civil. 

En el Víctor Jara se encontraba 
Omar Pinzón (29). Con evidente 
frustración, comenta a “El Mercu- 
rio” que lleva tres años en Chile y ha 
intentado en varias ocasiones regu- 
larizar su situación sin éxito. “Siem- 
pre hay un problema, falta un docu- 
mento o se caeel sistema. He habla- 
do con más de 30 personas en dife- 
rentes oficinas y no he podido 
solucionarlo”, se lamenta. 

Usuarios de otras instituciones 
también tienen quejas. Jacinta (26) 
durante nueve meses debió esperar 
para obtener su Credencial de Dis- 
capacidad. Acusa que no recibió 
una atención oportuna en la Comi- 
sión de Medicina Preventiva e Inva- 
lidez (Compin) y que esto la perju- 
dicó financieramente, ya que du- 
rante todo ese tiempo tuvo que pa- 
gar de forma integral las sesiones de 
Kinesiología que requiere. 

Una realidad similar vive Marti- 
na Aranda (33), quien lleva más de 
unaño esperando que se destrabe el 
retraso en la tramitación de su pen- 
sión de invalidez. “Me han pedido 
los mismos papeles varias veces, 
perosiempreesel mismoresultado. 
Hetenido que volver a sacar mi cer- 
tificado de discapacidad y entregar- 
lo en varias ocasiones, pero no hay 
respuesta”, comenta con pesar. 

Rodrigo (37) y Ángela (35) han 
tenido otro problema. Están espe= 
rando la evaluación del Servicio 
Mejor Niñez para saber si están ha- 
bilitados para adoptar un hijo. 
“Han sido varios meses de desfase 
entre el tiempo estipulado y lo que 

      

  

  

  

  

      Las gestiones en la Compin son calificadas como engorrosas. 
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El Estado no debería pedir papeles (de los) que ya dispone, para 

esto deberíamos tener un repositorio con todos los necesarios para 

los trámites y con eso mejoramos la eficacia, dejando de lado el 

papeleo innecesario”. 
  

IGNACIO IRARRÁZAVAL, DIRECTOR DEL CENTRO DE POLÍTICAS PÚBLICAS UC 

hemos esperado”, cuenta la mujer. 
“Ha sido complicado, llegamos a 
pensar en dejar esta opción de lado, 
porque nos siguen tramitando y 
alargando todo”, agrega. 

Casos como estos abundan y así 
se ha reflejado en las seccion 
nea Directa y Cartas al director de 
este medio a lo largo de los años. 
Ocurre lo mismo en redes sociales, 
donde los ciudadanos exponen ai- 
adas quejas todos los días. 

Igualmente, hay buenas expe- 
riencias: Pamela (54) relata que 
cuando postuló al subsidio eléctrico 
en el segundo llamado “fue fácil 
postular en la página con el Regis- 
tro Social de Hogares. Resultó todo 

  

y bastante rápido”. 
Aunque los consultados recono- 

cen que la digitalización ha ayuda- 
do, quejas comunes son dismin 
la cantidad de documentos que se 
les solicitan y mejorar los plazos de 

,, teniendo en cuenta los 
ros y hasta emo- 

cionales que tiene esperar me 
por un trámite. 

“El Estado no debería pedir pape- 
les (delos) que ya dispone, paraesto 
deberíamos tener un repositorio 
con todos los papeles necesarios pa- 
ralos trámites básicos y con eso me- 
joramos la eficacia, dejando de lado 
el papeleo innecesario”, reflexiona 
Ignacio Irarrázaval, director del 

  

     

        

En diciembre, la jornada de enrolamiento de extranjeros en el Estadio Víctor Jara fue caótica. 

Centro de Políticas Públicas UC. 

Medición del Estado 

Desde 2015 se realiza la Medición 
de Satisfacción Usuaria (Mesu), de- 
pendiente del Ministerio de Ha- 
cienda. Se trata de una encuesta a 
quienes han hecho trámites en or- 
ganismos públicos que “busca 
identificar oportunidades para me- 
jorar la eficiencia en la entrega de 
los servicios del Estado, tomando 
como base las necesidades de las 
personas” se lee en su sitio web. 

En 2023 —últimos resultados 
disponibles— participaron usua- 
rios de 74 instituciones que dijeron 
que hicieron la mayoría de los trá- 
'mites por internet (58%). 

Los principales motivos de la di- 
ligencia (se consulta por la última 
realizada) son solicitud de certifica 
dos o documentos; cumplimiento 
de obligaciones legales; consulta o. 
solicitud de información; y solici- 
tud de beneficio monetario. El 43% 
de los encuestados declaró que el 

Apuntan a “presiones políticas” por 
mantención de programas mal evaluados 
Conocedores afirman que existen relaciones de “clientelismo” y “apadrinamiento” que 

dificultan la decisión de poner fin a políticas públicas, además de resistencia a asumir 

los costos. 
  

AMANDA UGARTE 
'n 45% del total del Presupuesto dela 

[ ] Nación se destinó a la ejecución de 
689 programas gubernamentales en 

2023, última medición disponible. Asílo es- 
tablece el Informe de Resultados Monitoreo 
2023 realizado por la Dirección de Presu- 
puestos (Dipres) y la Subsecretaría de Eva= 
luación Social, que muestra que dicha inver- 
sión fue de más de US$ 42.500 millones 
—con valor promedio del dólar de 2023—, 
equivalentes al 12% del PIB del país. 

En el informe se lee que de 673 progra- 
mas en los cuales se evaluó la focalización, 
en 25,9% se detectaron falencias al identifi- 
car su población objetivo. Respecto de efi- 
ciencia, se analizaron 675 y en el 44,7% hu- 
bo “hallazgos” como sub o sobreejecución 
presupuestaria, gastos por beneficiario que 
se desviaron significativamente respecto de 
años anteriores sin justificación apropiada 
o gastos administrativos que no estaban 
bien explicados o fueron considerados ex- 
cesivos. Y sobre eficacia, de 675 programas 
revisados el 34,7% presentó problemas, co- 
mo indicadores de propósito para medir los 
logros de los programas inapropiados, in- 
correcta formulación de la medición de los 
indicadores, ausencia de resultados en indi- 
cadores respecto del año anterior o persis 
tencia de no reporte de indicadores. 
Además de la evaluación antes mencio- 

nada, la exdirectora de Dipres Cristina To- 
rres explica que existe una ex post de los 
“programas que levantaron alertas negati- 
vas y por eso generalmente obtienen malos 
resultados”. Según los datos en el sitio web 
de Dipres, desde el 2000 se han realizado 
602 evaluaciones ex post y en ellas 26,9% 
terminó con un desempeño malo, bajo e in- 
suficiente, incluso 19 de ellos no “demues- 
tran resultados”. De acuerdo con esta infor- 
mación se debe realizar la asignación de re- 
cursos que se discute en la Ley de Presu- 
puestos “y en algunos casos se les entrega 
más o menos recursos según la evalua- 
ción”, agrega Torres. Sin embargo, la reali- 
dad muestra que programas mal evaluados 
se mantienen por años. 

    

   

    

El 8 de enero, la Dipres y la Subsecretaría de Evaluación Social iniciaron el proceso de monitoreo de la oferta progra- 
mática gubernamental 2024, 

Según un extrabajador de Hacienda que 
prefiere no identificarse, “esto ha pasado en 
todos los gobiernos porque hay presión polf- 
tica por los programas. Estos no son indepen- 
dientes del apadrinamiento político, son 
clientelistas”. Agrega quese “han querido ce- 
rrar (programas) por parte de la Dipres, pero 
queno han pasado la barrera del Congreso” y 
el gasto más importante es en recursos huma- 
nos, lo que hace más difícil cerrarlos. 

Para Torres, la clave está en la tramita- 
ción de la Ley de Presupuestos, donde 
“siempre habrá interesados en algunos te- 
mas, entonces los parlamentarios van a es- 
tar preocupados de sus ámbitos de preocu- 
pación regional”. 

En entrevista con “El Mercurio” en sep- 
tiembre pasado, Jorge Rodríguez, presi- 
dente del Consejo Fiscal Autónomo, apun- 
1ó en la misma dirección: “Este u otro go- 
bierno puede aparecer recortando progra- 

  

mas mal evaluados en el sector agrícola, por 
ejemplo, y eso vaal Congreso y se producen 
alegatos de parlamentarios (...”” 

A juicio de la economista Andrea Repet- 
to, es “difícil de conseguir” que “alguien 
asuma la responsabilidad política de que el 
programa no está funcionando”. Además, 
sostiene, “muchos de estos cambios requie- 
renleyes y paraeso necesitas grandes acuel 
dos en el Congreso, que debe estar disponi 
ble a crear leyes que cierren programas”. 

Sergio Granados, exdirector de Dipres, 
cree que “muchos programas tienen pocos 
recursos, no mueve la aguja que cierres 20, 
pero sí es una señal política de que no pue- 
des seguir financiándolos”. Y añade: “Hay 
que reformular drásticamente los progra- 
mas y tomar decisiones respecto de su conti- 
nuidad. Estas son decisiones políticas y de- 
ben formar parte de una reforma del Estado. 
Y eso tiene costos que hay que enfrentar”. 

  

   

    

    

  

trámite realizado “era requisito pa- 
ra otro” posterior. 

Deacuerdo con la medición, en el 
17% de los casos hay “ocurrencia de 
problemas en trámites en curso y fi- 
nalizados” y los más comunes son 
no recibir atención oportuna o en 
tiempo prudente, no recibir aten- 
ción de calidad, mal funcionamien- 
to del sitio web o sistema digital y 
que la solicitud de información o 
consulta no fue contestada 

Según el informe, “la mayoría de 
las personasevalúa connota 607 su 
última experiencia (68%). 

A juicio del exsubsecretario de la 
Segegob y académico de la U. Cen- 
tral, Edgardo Riveros, “aún se re- 
quiere un proceso continuo de ca- 
pacitación de las personas. Ha habi- 
do esfuerzos que han resultado im- 
portantes, significativos. Hay 
servicios que se han modernizado y 
eso ha tenido que ver con la capaci- 
tación que se ha dado al personal, 
pero para que esto funcione de for- 
ma idónea se debe dar un paso más 
allá en términos de digitalización”. 

Corporaciones: 
Una opción que 
puede ayudar, pero 
que genera dudas 

Reciben recursos públicos; no 

obstante, tienen sistemas de 

control distintos que se 

propone fortalecer. 
  

  

VALENZUELA 
egún el derecho, las instituciones estatales 
pueden hacer solo aquello que la ley les pd 
mite expresamente. Los privados, en cam- 

bio, aquello que la norma no les prohíbe. 
Ese mayor campo de acción de los segundos es 

lo que ha sido valorado y utilizado para crear, al 
alero de instituciones públicas, corporaciones de 
derecho privado que colaboren en la ejecución de 
políticas, planes y programas. Una forma de sor- 
tear la burocracia estatal y conseguir una gestión 
más ágil. 

En el país hay decenas de corporaciones, algu- 
nas dependientes del Gobierno Central (como 
Sercotec, del Ministerio de Economía, o Conaf, 
del de Agricultura), otras de municipios (princi. 
Palmente dedicadas a educación, salud, deportes 
y cultura), que reciben recursos públicos y ejecu- 
tan acciones ciñéndose a los lineamientos de la re- 
partición pública correspondiente. 

Contraloría ha detectado deficiencias en el uso 
de recursos públicos en distintas corporaciones, 
sobre todo en las municipales; las que se suman a 
las investigaciones por traspasos de recursos pú- 
blicos a otro tipo de entidad: las fundaciones, co- 
mo ocurre con el caso Convenios. 
Eduardo Bustamante, abogado de derecho re- 

gulatorio dela U. Católica de Valparaíso, conside- 
ra que las corporaciones son un arma de doble fi- 
lo, ya que las hace “permeables” de ser considera- 
das “cajas pagadoras”, sacrificando control, pro- 
bidad y transparencia. A su juicio, no hay 
información que respalde que las corporaciones 
cumplan su rol de facilitadores y que su 
sea eficaz para el Estado: “No hay datos objetivos 
que permitan concluir que esta modalidad de ges- 
tión de un servicio público dé más eficiencia”. 

En 2023, el Gobierno creó una comisión aseso- 
ra para regular la relación entre fundaciones, cor- 
poraciones y el Estado. En su informe final, la ins- 
tancia recomendó cambios para mejorar la rendi- 
ción de cuentas, la gobernanza y la supervisión de 
transferencias de recursos públicos, entre otras. 
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